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v. 
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Bayamón 

 
Caso Núm.: 

BY2023CV04899 
(SALÓN 701) 
 

Sobre: 
COBRO DE 

DINERO - 
ORDINARIO 

Panel integrado por su presidenta, la Jueza Domínguez Irizarry, la 

Jueza Grana Martínez y el Juez Pérez Ocasio. 
 

Grana Martínez, Jueza Ponente 
 

SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 5 de agosto de 2024. 

La apelante, Candel Coop., solicita que revoquemos la 

cuantía de honorarios de abogado que el Tribunal de Primera 

Instancia estableció en la sentencia. 

La apelada, Irisha M. Cordero Montes, no presentó su 

alegato en el término concedido. 

I 

Candel Coop. presentó una demanda de cobro de dinero 

contra la apelada. La apelante alegó que el 8 de octubre de 2022 

otorgó un préstamo a la apelada por la cantidad de dos mil 

trescientos dólares ($2,300.00) e intereses al catorce punto setenta 

anual (14.70%) a pagar en cuarenta y dos (42) plazos mensuales 

de setenta y un dólares ($71.00) y en un último pago de treinta y 

siete dólares con diecinueve centavos ($37.19). Candel Coop. adujo 

que la apelada se comprometió al pago del 33% de la suma 

principal por el costo de las costas, gastos y honorarios de 

abogado, incurridos en caso de tener que solicitar el cumplimiento 



 
 

 
KLAN202400500 

 

2 

de la obligación judicialmente. Según la apelante, la apelada 

incumplió con el pago de la obligación y hasta el 22 de agosto de 

2023 le deuda dos mil ciento ochenta y ocho dólares con setenta y 

siete centavos ($2,188.77), más los intereses y recargos 

acumulados. Véase, pág. 9 del apéndice. 

La apelante pidió la anotación de rebeldía de la apelada y 

sentencia a su favor. Véase, pág. 15 del apéndice. El 26 de abril de 

2024, el TPI dictó sentencia en rebeldía y ordenó a la apelada 

pagar a la apelante dos mil ciento ochenta y ocho dólares con 

setenta y siete centavos ($2,188.77), los intereses sobre dicha 

cantidad y doscientos dieciocho dólares con ochenta y siete 

centavos ($218.87) de honorarios de abogado. Véase, pág. 1 del 

apéndice. 

La apelante solicitó reconsideración de la cantidad impuesta 

como pago de los honorarios, porque no fue la pactada en el 

pagaré. Candel Coop. alegó que la apelada se obligó a pagar el 33% 

de la cantidad adeudada al momento de establecerse la 

reclamación judicial. Según la apelante, ese porciento representa 

setecientos veintidós dólares con veintinueve centavos ($722.29) y 

conforme a lo pactado es una suma líquida, vencida y exigible. 

Véase, pág. 3 del apéndice. No obstante, el TPI declaró No Ha 

Lugar la reconsideración. 

El 22 de mayo de 2024, la apelante presentó este recurso en 

el que alega que: 

Erró el TPI al imponer una cuantía de costas, gastos y 

honorarios de abogados menor al que ya está 
previamente pactada entre las partes por el documento 

del pagaré. 
 

II 

El Tribunal Supremo de Puerto Rico reconoció en Coop. 

Sabañera v. Casiano Rivera, 184 DPR 169, 173-178 (2011), la 

validez de una cláusula penal en la que el deudor se obligó a pagar 
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el 33% de la cantidad del préstamo, por los gastos y honorarios 

que el acreedor incurrió en las gestiones de cobro. La decisión fue 

emitida durante la vigencia del Código Civil de 1930, conforme a 

los principios de libertad de contratación, la autonomía de la 

voluntad y la fuerza de ley de los contratos. El principio de pacta 

sunt servanda está reconocido en el Art. 1207 del Código Civil de 

1930, 31 LPRA sec. 3372. Según lo establecido en ese artículo, los 

contratantes pueden establecer los pactos, cláusulas y condiciones 

que tengan convenientes, siempre que no sean contrarios a las 

leyes, la moral y el orden público. El Art. 1210, 31 LPRA sec. 3375, 

establece que los contratos se perfeccionan por el mero 

consentimiento y desde ese momento los contratantes están 

obligados a cumplir lo pactado expresamente y todas las 

consecuencias que por su naturaleza sean conforme a la buena fe, 

el uso o a la ley. Por su parte, el Art. 1044, 31 LPRA sec. 2994, 

establece que las obligaciones que nacen de los contratos tienen 

fuerza de ley entre los contratantes. 

Los principios de libertad de contratación, la autonomía de 

la voluntad y de que los contratos tienen fuerza de ley continúan 

vigentes en el Código Civil de 2020. El Art. 1233, 31 LPRA sec. 

9754, establece que los contratos tienen fuerza de ley entre las 

partes, sus sucesores y ante terceros. Las partes pueden acordar 

cualquier cláusula que no sea contraria a la ley, la moral y el orden 

público. Art. 1232, 31 LPRA sec. 9753. Por su parte, el Art. 1230, 

31 LPRA sec. 9751, establece que los contratantes expresan en el 

contrato su consentimiento para crear, regular, modificar o 

extinguir obligaciones del Código Civil de 2020. Según el Art. 1237, 

31 LPRA sec. 9771, los contratos se perfeccionan cuando las 

partes manifiestan su consentimiento sobre el objeto y la causa, 

salvo que se requiera el cumplimiento de una formalidad solemne o 

se pacte una condición suspensiva. 
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III 

El apelante tiene razón. El TPI erró al ordenar a la apelada el 

pago de una cantidad de honorarios de abogado, distinta a la que 

los contratantes acordaron. El foro primario ordenó a la apelada el 

pago de doscientos dieciocho dólares con ochenta y siete centavos 

($218.87) de honorarios. No obstante, las partes acordaron 

textualmente en el pagaré: 

En consecuencia, los infrascritos o suscribientes se 

obligan solidariamente con sus bienes presentes y 
futuros sean estos gananciales o privativos al pago de 

esta obligación a las costas, los gastos y los honorarios 
de abogado en que LA ACREEDORA tenga que incurrir 
para la reclamación judicial. Por concepto de costas, 

gastos y honorarios de abogados se pacta la suma 
de treinta y tres por ciento (33%) de la cantidad 
adeudada al momento de establecerse la reclamación 

judicial. Esta cantidad se considerará como una suma 
líquida, vencida y exigible por el solo hecho de la 

radicación de la demanda por cobro de dinero. (Énfasis 
nuestro). 
 

El Tribunal Supremo de Puerto Rico reconoció la validez 

legal de la cláusula citada en Coop. Sabanera v. Casiano Rivera, 

supra. La apelada se obligó al pago del 33% de la cantidad 

prestada, por los gastos y honorarios que el acreedor tuvo que 

incurrir para cobrar la deuda. La cantidad adeudada al momento 

de la reclamación era dos mil ciento ochenta y ocho dólares con 

setenta y siete centavos ($2,188.77). El TPI ordenó incorrectamente 

a la apelada a pagar doscientos dieciocho dólares con ochenta y 

siete centavos ($218.87) de honorarios de abogado, porque el 

treinta y tres por ciento (33%) de dos mil ciento ochenta y ocho 

dólares con setenta y siete centavos ($2,188.77) es setecientos 

veintidós dólares con veintinueve centavos ($722.29). 

IV 

Por los fundamentos antes expuestos se modifica la 

sentencia para establecer que la apelada deberá pagar a la 

apelante setecientos veintidós dólares con veintinueve centavos 
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($722.29) de honorarios de abogados. Por lo demás, la sentencia 

apelada queda en pleno vigor. 

Lo acordó el Tribunal y lo certifica la Secretaria del Tribunal 

de Apelaciones. 

 
 

 
Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


